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LA SITUACION DESPUES DE LA CONFERENCIA 
DE BOGOTA 

LA Cnmisiñn Rspecial de alto nivel, creada en virtud de 
la Resolucirín 7.5 (JTI) de la Conferencia de las Partes 
Contratantes, había procurado compendiar en un infor­

me destinado al IV Período de Sesiones Ordinarias de la Con­
ferencia de la A.L4LC todos los problemas fundamentales de 
política económica que entorpecían el avance del proceso 
de integración de los países asociados. Al mismo tiempo, de­
lineaba lo que debería ser un pro¡¿rama de coordinación de las 
políticas económicas y de armonización de los instrumentos 
que regulan e,Z comercio exterior de los miembros de la Aso­
ciación. El documento resultante de los trabajos de la Comi­
sión Especial (ver Suplemento de Comercio Exterior, Tomo 
XIV, No. 9) ha informado el espíritu de la Conferencia de 
Bogotá (20 de octuúre-11 diciembre de 1964) y constituye el 
antecedente inmediato de buena parte de las diecinueve reso­
luciones que en ella se han adoptado. Si bien en algunos casos 
·lo decidido es de menor alcance que lo previsto, en otros lo 
rebasa con creces y, sobre todo, ha sido posible convenir, por 
fin, en la celebración de una Conferencia de lvlinistros de 
Relaciones, etapa considerada por todos como indispensable 
y w·Rente para romper el estancamiento a que se ha llegado 
frente a diversos aspectos claves de la marcha hacia un mer­
cado común latinoamericano. 

Pero la Conferencia de Bogotá ha tenido, además del 
informe de la Comisión Especial, otro factor determinante, 
con el cual no se había contarlo y que, en realidad, ha influido 
sobremanera en el curso de la reun.:ón y lo ha hecho par­
ticularmente dramático. Ese segundo factor es la Lista Co­
mún, herencia que la SeRunda Conferencia Extraordinaria 
hubo de rleiar a la de Bogotá en vista de la esterilidad, casi 
completa, ele cinco meses de ne{.!ociaciones ásperas y forcejeos 
en la con/usi6n (ver el Informe Mensual correspondiente a 
noviembre último). Uruguay, el solo país que seguía negán­
dose a suscribir la nómina finalmente elaborada mantuvo 
esta posición hasta el tPrmino de la Conferencia. Uruguay 
defendió durante las deliberaciones y los regateos de Bogotá 
una actitud conP,ruente con sus planteamientos anteriores 
(ver en el Informe Mensual de iunio último, el proyecto de 
resolución uruguayo ante el 11 Período de Sesiones E xtraor-
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·• Ocho patses aprobaron la Lü;ta Común 

·• Se resuelve convocar la Conferencia 
de Cancilleres 

G Contenido de las resoluciones adoptadas 

dinarias para ne{?ociar la Lista ComiÍ.n) y, considerando que 
sus puntos de vista no merecían la suficiente atención, deci­
dió no firmar la Lista Común. Por consiguiente, según el 
Acta Final de la Conferencia de Rogotá, Uruguay estuvo 
ausente y su status presente dentro de la ALALC es un tanto 
indefinido. Para aclararlo se le ha concedido un pla:oo de 90 
días, que expirará hacia mediados de marzo de 1965, en el 
que deberá precisar en definitiva su decisión: o bien se adhie­
re a la Lista Cnmú.n y ratifica las resoluciones surgidas de la 
IV Conferencia Ordinaria, modo conforme al cual normaliza­
ría su condición de país asociado, o bien persiste en su nega­
tiva y se desprende de la Asociación. 

El hecho de que la ocasión para las grandes decisiones, 
la Conferencia de Ministros de Relaciones, se producirá entre 
abril y agosto del mío próximo, permitiría pensar que Uru· 
guay no precipitaría ningún acto irreparable y esperará a ver 
lo que sucede en esa nueva oportunidad. Jiay indicaciones de 
que las autoridades uruguayas deseaban que los :Ministros 
de Relaciones se congregasen antes de la expiración del 
plazo de 90 días que se ha fijado a su país. Las otras Partes 
Contratantes no accedieron a ello, como tampoco habían ac­
cedido a la demanda de que se considerara a Uruguay en el 
caso que define el artículo 12 del Tratado de Montevideo, 
para cuando un país sufre desventajas "acentuadas y persis­
tentes" en el comercio de los productos incorporados al pro­
grama de libemción. En tal caso, "las Partes Contratantes, a 
solicitud de la Parte Contratante interesada, procurarán, en 
la medida a su alcance, corregir esas desventajas". Según el 
alegato de la delegación uruguaya, el déficit promedio anual 
del país con la Zona en el cuatrienio 1960-64 ha sido de unos 
24.4 millones de dólares. Aunque descendió de 26 millones 
a 16.8 millones en 1963, ello se debió a razones accidentales y 
momentáneas, a un aumento de las exportaciones de produc­
tcs no negociados y a una baja de las compras a la Zona. 
La particularidad más inquietante es que mientras en dos 
años y ocho meses de aplicación del Tratado (1962, 1963 y 
ocho meses de 1964) el saldo negativo de Uruguay con la 
Zona (Dls. 59.3 millones) representa el 86% del déficit del 
comercio exterior global del país, el volumen de las transac­
ciones con los países asociados no pasa del 12% de dicho 
comercio global. 

Cmnercio Exterior 



A juzgar por las reacciones y los comentarios de la pren­
sa uruguaya, lo más probable es que, pese a todos los motivos 
de descontento enumerados, el Gobierno ele Uruguay decida 
suscribir la Lista Común y las resoluciones de Bogotá en el 
plazo convenido y deje para la Conferencia ele Ministros de 
Relaciones el planteamiento, con carácter definitivo, de sus 
aspiraciones y puntos de vista. 

Fueron varios los países que condicionaron su adhesión 
final a la Lista Común a que se avanzara en varios campos 
de la coordinación de polít .'cas económicas o a que se tomaran 
determinadas decisiones. Con ello, tales países se ajustaron a la 
tónica que se desprendía del informe de la Comisión Espe­
cial en el sentido de que la coordinación - o sea el progreso 
institucional y operativo de la integración- debe prevalecer 
en esta etapa sobre el programa de liberación comercial , entre 
otras razones porque la experiencia enseña que éste no puede 
ofrecer muchas posibilidades más si sigul!!n falt ando m ecanis­
mos de integración indis pensables. Tal fue la tesis defendida 
por Chile y Colombia con gran insistencia, lo mismo que por 
Uruguay. Además. Ecuador subordinó su adhesión a la Lis ta 
Común a que se prorrogue el plazo (hasta el final del período 
transitorio de 12 mios, o sea hasta 1973 ) durante el cual las 
Partes Contratantes mantendrán las concesiones especiales 
hechas a países ele menor desarrollo económico relat:vo y 
que hayan sido incluidas en la Lista Común. Chile tan:hién 
puso como condición para suscribir la Lis ta Corntín que se 
restringiera severamente la. a.pLcación de la. cláusula de la 
nación ntás favo recida en los acuerdos de complementación. 

Aun en las precarias condiciones serialadas -ausencia 
de la firma. de Uruguay- la. Conferencia. de Bogotá ha. lo­
grado sacar a la. ALALC del atolladero de la. primera Lis ta 
Común, la cual aparece suscrita. por los otros ocho países 
a..socia.dos. Al mismo tiempo, ha. encauzado a la A sociación 
de manera. resuelta por el sendero de la coordinación de las 
políLcas económicas de sus miembros. al aprobar -Resolu­
ción 100 ( l !l )- un programa. de complementación e inte­
gración económicas. en el que se fijan las directivas bás ·cas 
de políticas económicas y un plan de acción relativo a. asuntos 
aduaneros, industriales, agropecuarios, financ~eros y moneta­
rios, materias primas, asuntos i iscales, asuntos laborales. as­
pectos de infraestructura y programas nacionales de desarro­
llo; al acordar la constitución de varios organismos nuevos 
de coordinación y ejecución, los llamados Consejos Perma­
nentes, el primero de los cuales es el de Política Financiera 
y Económ ica -Resoluc:ón 101 (IV)- que integrado por los 
presidentes, gerentes o directores gene m les de los bancos 
centrales , procurará ''la coordinación y armonización de las 
políticas monetarias, financi eras y cambiarías, con m iras a 
facilitar la expansión del comerc:o intrazonal y acelerar el 
proceso de integración económica previsto en el T ratado" ; 
al decidir la reestructuración de las Comisiones Asesoras; al 
plan tear la necesidad de que se cuente con un sistema ele 
solución ele controvers!a.s , idea. pi·opugna.da por Brasil y que 
queda recogida en la Resolución 102 (IV) y al estipular al­
gunas normas nuevas para los acuerdos de complemen.tación. . 

Si bien algunas de esas decisiones rebasan las propuestas 
de la Comisión Especial merece subrayarse que mús de una 
recomendación concreta de la misma comisión no ha sido 
recogida por ia Conferencia de Bogotá. Destaca, a este res­
pecto, lo referente a la posibilidad de introducir elementos de 
automaticiclad en el otorgamiento de concesiones recíprocas, 
tema q v..e no aparece en las re&oluciones de Bogotá. Asimismo, 
el con:etido del Consejo Permanente de Política Financ iera 
y Económica no es deliberadamente impreciso. aunque puede 
deducirse que el plan de acción en asuntos monetarios y fi­
nanciero;; constituye el complemento necesario. De torios mo­
dos, tanto en el plan de acción como en l..-z resolución 101 e.~ 
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fácil apreciar la persistencia. en el error de ignorar lo que a 
través de otros organismos interamericanos --como el Centro 
de Estudios 1\foneta.rios Latinoamericanos-· se ha avanzado 
ya en el camino de la. coordinación d e las actividades finan­
cieras y bancarias de la región. Cuando, por efecto de dos 
conferencias subregionales de banqueros latinoamericanos im­
pulsadas por el CEJ\11 LA, está previs ta para el primer cua·· 
trimestre de 1965 una reunión regional en la que se creará 
una Federación de la Banca L atinoamericana, no es admisible 
que se silencie tan significativo progreso y que se proceda 
como si las nuevas y fecundas perspectivas que ua abrir no 
existieran. ! gl!a.lrnente, ni el plan de acción n.i la resolución 
101 toman en cuenta el avance que representa la. primera 
reunión de gobernadores de bancos centrales que se efectuó 
en Antigua. (Guatemala) en los prin:eros meses de 1964 y la 
segunda que habrá de celebrarse en Punta del .Esle en mayo 
venidero; ni tampoco los planteamientos concretos que para 
llegar a un mercado latinoam ericano de valores han surgido 
de la reciente VIII Reunión Operativa del CEMLA verif!cada 
en Caracas. En materia de mecanismos de compensación y 
pagos. los trabajos del Centro de Estudios Jl,l[ onetarios Lati­
noamericanos en diversas instancias señalan pautas y prin­
cipios, asi como líneas de acc.'ón, que es forzoso considerar 
corno elementos fundamentales. Todo ello parece haber sido 
olvidado en la Conferencia de la ALALC. Ya es hora de que 
los paises asociados remedien tan singulares lagunas, pues 
paradojas corno la. descrita constituyen causa evidente de 
desconcierto y ele con tradicciones que clañ,an los esjuerzos y 
las posibilidades de progreso. 

Los acuerdos de complemeniación industrial, que se espl!· 
raba fuesen instrumento fecundo de avances en la integración 
económ ica y en el enriquecimiento del pro¡¿ram.a rl« liberación 
comercial y sólo han sido hasta. ahora el ejemplo más raquí­
tico que ha. dado la ALALC en sus actividades , han dado 
motivo para largas discusiones en la Conferencia de Bogotá. 
Hacía. mucho tiempo que, basándose en diversas razones, va­
rios paises ins istían en la necesidad de mod!ficar las normas 
y los procedimientos que se siguen para ia concertación ele 
esos acuerdos de complementa.ción, especi<tlmente en lo que 
concierne a. la. amplitud con que se aplica. en ellos la cláusula 
de la. nación más favor ecida. Sobre todo, los países de mer­
cado insuficiente o desarrollo económico intermedio sostenían 
qne les era imposible entrar en convenios de esta clase, pues­
to que las franquicias y fac:Zidades especiales así acordadas 
serían a.prouechada.s más que nada por los países más desarro­
llados -Argentina., Brasil y México- los que impedirían de 
este modo que sus economías obtuvieran beneficio alguno, 
cuando no provocarían en ellas estragos peores. E l grupo 
intermedio no ha conseguido plenamente su propósito, ya. que 
en la resolución final no figu ra. una cláusula que habían 
propuesto en el sentido de que el Comité Ejecutivo Penna­
ncnte pudiese autorizarles a. suscribir entre sí acuerdos de 
complementación que durante determinado plazo no estarían 
abiertos a las otras Partes Contratantes. Sin embargo, ha 
logrado circunscribir en cierta. medida el peligro que le .~ 

preocupaba., gracias a un artículo nuevo (Resolución 99.!1l 
Normas y procedimientos para los acuerdos de cornplemen­
tac."ón, resolución que anula la anterior, 48./l) por la que se 
establece que las Partes Contratantes que no participen en 
un acuerdo de complementación "sólo se beneficiarán de las 
franquicias recíprocamente pactados entre las Partes que in­
tervengan en el acuerdo, mediante el otorgamiento de adecua­
da. compensación". No es lo que demandaban, puesto que la. 
negociaciún de cualquier acuerdo ha de estar abierta a todos . 
los países asociados, p ero es una conquista. sobre los "gran­
des". A su vez , los de menor des arrollo económ.'co relativo 
obtienen que se les extiendan los beneficios de cualquier 
acuerdo de complem entación sin necesidad de qne tengan que 
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hacer concesiones. Privilegio platónico por el momento, sm 
duda alguna. 

El rP.{?ilnen del intercambio a{Jropecuario para después 
del período de transición ha sido objeto de una resolución 
que no responde propiamente a los lineamientos que habia. 
trazado una resolución anterior, la 91 (!T-E), aprobada en 
mayo-junio por la Se{?unda Conferencia Extraordinaria., la 
de la Li.sta. Común. P,n vista de que n.o ha sido posible llegar 
a u.n acuerdo definitivo sobre las normas que regularán ese 
intercambio dentro de nueve mios, tal como pedía la resolu­
cwn .91, la. Conferencia de Rogotá resolvió prorrogar 
prácticamente la vi{Jencia del Artículo 23 del Tratado de 
111 ontevideo para después del período de transición. En con­
secuencia, cualquier Parte Contratante podrá aplicar enton­
ces medidas adecuadas destinadas a normalizar (restringir, 
debe entenderse) ·la importación de productos agropecuarios 
incorporados al programa de li~eración, "cuando tales me­
didas sean necesarias para. evitar que se causen o amenacen 
causar perjuicios graves a producciones de significativa im­
portancia en el campo económico-social". Evidentemente, esa 
solución sólo es admisible con carácter provisional y en tanto 
se encuentra un régimen satisfactorio para. todos y, a la vez, 
para la integración en el sector agropecuario. 

Al igual que en el TTJ Período de Sesiones Ordina.riCM da 
la Conferencia, en este de Rogotá los países de menor des­
arrollo económico relativo han sido tratados con particular 
solicitud por los demás asociados. N o se ha conseguido, ni 
mucho menos . que la mayoría de las resoluciones anteriores 
en el mismo sentirlo hayan dado resultados tangibles; el mé­
todo, bien conocido, es acumular varias resoluciones más a 
ver si alguna plasma en la realidad. Así pues, ahora se agre­
gan las resoluciones 98 (que prorroga el plazo de validez di! 
determinadas concesiones especiales que han obtenido y ob­
tengan) , la 706 (por la que las Partes Contratantes apoyarán 
ante el RTD las solicitudes que presenten Paraguay y Ecua­
dor para obtener el financiamiento ele exportaciones de cier­
tos productos), la 107 y la .108 (autorización a ,zas demás 
Partes Contratantes para otor{?ar a Ecuador y Paraguay ven­
tajas nn extensivas para que puedan colocar saldos exporta­
bles de productos manufacturados y recomendación para que 
establezcan mecanismos especiales de crP.rlitos que financien 
importaciones de productos desde esos dos países), y la 111 
(aseguramiento de los márgenes de preferencia a su favor) . 

Se observará que tanto en lo que se refiere a los acuerdos 
de complementación como al régimen del intercambio agro­
pecuario, las estipulaciones del Tratado de ]1,1 ontevideo su­
fr en serias modificaciones, particularmente en el primer caso. 
Ejemplo claro de lo que se ha venido sosteniendo repetida­
m ente desde múltiples ángulos: el Tratado ele M ontevicleo 
necesita una revisión. 

R esultaba necesario perentoriamente precisar una seril! 
de normas para regular el retiro de concesiones. El asunto SI! 

había prestado a serias divergencias y el cúmulo de conflictos; 
en perspectiva no permitía más demoras. El procedimiento 
adoptado es restrictivo (Resolución 99.IV) . Por otra parte. 
la Conferencia ha encomendado al Comité Ejecutivo Perma­
nente que estudie la posibilidad de instituir un sistema de 
arbitraje de contmversias (Resolución 102.IV ). Es urgente 
que se elabore un proyecto de mecanismo, con estatuto y 
reglamento, y se subsane así una de las lagunas más notables 
del Tratado ele 111 ontevicleo. Sobre este asunto hemos insis­
tido repetidas veces: sin organismo específico facultado para 
dirimir las diferencias entre las Partes Contratantes no es 
concebible el buen funcion amiento de ningún tratado multi­
lateral. 

En cuanto a la situación en que se halla el anteproyecto 
de con!Jf.'TÚo general ele transporte acurjtico, la Conferenr:ia. de¡ 
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Bogotá ha acertado a eliminar una propuesta que, por pecar 
de opt;mista, prom etía lleuar a otro atolladero: la que supo­
nía la celebración de una conferencia a nivel de plenipoten­
ciarios para aprobar el texto elaborado por la Comisión Ase­
sora de Transportes. Evidentemente, no han m adurado las 
condiciones requeridas para que se implante, r egionalmente, 
un sistema ele reserva ele carga, tema principal de los ante­
proyectos de la CAT y de la Asociación de Armadores 
Latinoamericanos ( ALA111 AR); por consiguiente, ambos clo­
czunentos se hallan faltos de su principal punto de apoyo y 
han quedado sin sentido. Se trata de redactar otro antepro­
yecto que responda a un concepto bastante distinto. Ello 
puede ser tarea que se reaLce en los meses que faltan para 
que se verifique la reunión a nivel gubernamental prevista para 
"analizar :los distintos aspectos ele la política de transporte 
acuático de la Asociación" (Resolución 106.IV) . 

La Conferencia de Alto Nivel promete ser una realidad. 
El hecho es de trascendencia. Desde agosto ele 1962, el Dr. 
Raúl Prebisch , en un discurso inaugural de la II Conferencia 
Ordinaria de la ALALC, lanzó la idea de que se precisaban 
grandes decisiones políticas para dar vitalidad al proceso de 
integración. Pese a que los entonces presidentes de Brasil y 
Chile plantearon formalmente, en su declaración de Santiagu, 
la propuesta de una Conferencia ele !Hinistros de Relacio­
nes, la reunión no pudo celebrarse ni en 1963 ni en 1964 y los 
problemas del perezoso caminar y del estancamiento sectorial 
subsistieron sin remedio. La ALALC ha ve{?etado sin política 
ni instituciones adecuadas; ha consumido energías girando en 
torno de su propia atonía. Cuando a mediados de .l9R5 se 
congreguen los Ministros de Relaciones, deberá haberse 
preparado su.ficientemen.te el temario y las soluciones ade­
cuadas. Rueno será que, desde ahora. se recuerde que la De­
claración de Santiago señalaba a la conferencia 'los siguienles 
objetivos: 

i) Establecer un mecanismo de consulta permanente ele 
los lv!inist ros de R elaciones Exteriores de las Partes Contra­
tantes, como máximo órgano de la ALALC en cuestiones {ufl ­
damentales de política de integración económica; 

ii) Promover ,za coordinación y armonización ele las po­
líticas y programas de desarrollo económico de los países 
miembros_: 

iii)Armoni.zar las políticas arancelarias y comerciales u 
fin de alcanzar, dentro del m enor plazo posible, una tarifa 
aduanera aplicable a terceros países; 

iv) Establecer mecanismos de desgravación más expedi­
tos que permitan acelerar el proceso de liberación del inter­
cambio comercial; 

v) Establecer sistemas ele pagos que, sin alterar en su, 

sustancia la convertibilidad que han alcanzado los países 
miembros de la A LALC, estimulen la expansión del comercio 
intrarregiona.l. el avance de las metas ele dest::rav<Lcián y !o 
complem entación industrial; 

vi) Adoptar un sistema que permita financiar las expor­
taciones de bienes industrializados u otros de importancia 
decisiva para los países miembros de la Asociación, a fin de 
hacer efectivo el aproucclwrniento de las ventajas resu.'t:antes 
del programa de liberación; ' 

vii) A dop tar las medidas apmpiadas para establecer un1.1 
política corntín en materia de transportes. 

A.hora habría que agregar algunos más y tomar en cuenta 
el trabajo preparatorio efectuado sobre varios de los elWin<~ -· 

radas. Lo decisivo será que los países asociados resuelmn 
adoptar políticas congru entes con la integración regiona,l de 
modo concreto y efet:tivo, y no platónicamente con;o ha$íu 
ahora. 

Co1?l.ercio ft~'xlP J·_r, } ! 


